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En el Juicio No. 13371202500105, hay lo siguiente:

Juez Ponente: Erwin David García Llamuca

Unidad Judicial de lo Laboral con sede en el cantón Portoviejo

Sentencia en Acción de Protección

Causa No.13371-2025-00105

 

VISTOS. – Este juzgador, en mi calidad de Juez Constitucional y Juez de Unidad Judicial de lo Laboral,
con sede en el Cantón Portoviejo, provincia de Manabí, agotadas las actuaciones procesales, dicta la
siguiente sentencia dentro de la causa No. 13371-2025-00105 en los siguientes términos:

1. Antecedentes procesales

1. ANTECEDENTES PROCESALES

1.1. Legitimación y Datos del Accionante

Comparece a la presente acción constitucional el señor Iván Leonel Chinga Villamar, ciudadano
ecuatoriano, de 62 años de edad, portador de la cédula de ciudadanía No. 1303960130, en su calidad de
persona adulta mayor y jubilada, domiciliado en la Autopista Manabí Guillén de la parroquia 18 de
Octubre del cantón Portoviejo. El accionante comparece patrocinado institucionalmente por la Defensoría
del Pueblo de Ecuador, a través del Abogado Marcelo Montesdeoca Villavicencio, en su calidad de
Delegado Provincial de Manabí, y el Abogado Rubén Pavón Pérez, Especialista de Derechos Humanos y
la Naturaleza.

1.2. Datos de la Entidad o Persona Accionada

La demanda de Acción de Protección se dirige en contra de las siguientes entidades:
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1. Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí, Núcleo de Portoviejo y Hospital Oncológico “Dr.
Julio Villacreses Colmont”, a través de su representante legal, Dr. Javier Emigdio Navia Cedeño, o
quien ocupe dicha representación.

2. Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), representado por su Director General, señor
Francisco Xavier Abad Guerra, o quien ejerza el cargo, y localmente a través de la Dirección
Provincial del IESS en Manabí.

3. Asimismo, se ha contado con la intervención de la Procuraduría General del Estado, a través de su
Delegado Regional en Manabí, Abogado José Mosquera Zambrano, para fines de supervisión
procesal.

1.3. Hechos y Derechos Presuntamente Vulnerados

El accionante fundamenta su acción constitucional en los siguientes hechos fácticos detallados en su
libelo de demanda y ratificados en audiencia:

El señor Iván Leonel Chinga Villamar manifiesta ser una persona jubilada por el IESS. Según consta en el
reporte de Notas de Evolución del Hospital Oncológico "Dr. Julio Villacreses Colmont" de SOLCA
(Historia Clínica No. 162550), ha sido diagnosticado con cáncer de próstata estadio IV por metástasis
óseas hormonosensible oligometastásico.

Relata que su médico tratante en dicha casa de salud, la Dra. Jeniffer Milena Zambrano Zambrano,
Oncóloga Clínica, determinó la necesidad de tratamiento con el medicamento Acetato de Abiraterona,
fármaco que no consta en el Cuadro Nacional de Medicamentos Básicos (CNMB). No obstante, en la
nota de evolución de fecha 13 de marzo de 2024, la profesional indicó: "Se deberá referir para la elaboración
del anexo pertinente por su hospital de base (Seguridad Social)", procediendo a emitir una contrareferencia al
Hospital General Portoviejo del IESS.

El accionante alega que este accionar de SOLCA violó su derecho al acceso a medicamentos,
argumentando que, conforme al Reglamento para autorizar la adquisición de medicamentos que no constan en el
CNMB vigente (Acuerdo Ministerial 0018-2021), la institución debió gestionar la autorización para la
adquisición y no derivarlo a otra unidad.

Se expone que la Defensoría del Pueblo requirió información a las entidades accionadas. SOLCA,
mediante Carta Ciudadano Nro. CIUDADANO-CIU-2025-26708, justificó la contrareferencia alegando
que "sería irresponsable como institución tener los pacientes y no contrareferirlos... ante los inconvenientes que se
tienen por parte de los únicos proveedores externos autorizados". Por su parte, el IESS informó mediante
Oficio Nro. IESS-CPAJM-2025-0056-O, que la Coordinación Provincial de Prestaciones del Seguro de
Salud notificó a SOLCA que es el prestador externo quien debe elaborar y remitir la solicitud y anexos
para la autorización de medicamentos fuera del CNMB, conforme a los artículos 17, 18, 33 y 34 del
Acuerdo Ministerial 0018-2021. El IESS certificó que en sus bases de datos no constaba registro de
solicitud alguna por parte de SOLCA referente al medicamento para el paciente.

El demandante sostiene que, debido a este conflicto administrativo y la falta de suministro, se ha visto
obligado a adquirir la medicación por su propia cuenta en Colombia y Ecuador para salvaguardar su vida,
incurriendo en gastos significativos que ha respaldado mediante facturas adjuntas al proceso.

En virtud de estos antecedentes, el accionante alega la vulneración de los siguientes derechos
constitucionales:

Derecho a la atención prioritaria y especializada para personas con enfermedades catastróficas
(Arts. 35 y 50 de la CRE).

Derecho a la salud (Art. 32 de la CRE).

Derecho a disponer de bienes y servicios de calidad (Art. 66 N° 25 de la CRE).

La obligación del Estado de garantizar la disponibilidad y acceso a medicamentos de calidad,
seguros y eficaces (Art. 363 de la CRE).

1.4. Pretensiones y Medidas de Reparación Solicitadas
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El legitimado activo solicita a la autoridad judicial lo siguiente:

1. Que se declare la vulneración de sus derechos constitucionales a la atención prioritaria, a la salud y
al acceso a medicamentos.

2. Como medida de restitución, se disponga que el Hospital Oncológico de SOLCA Manabí proceda
de manera inmediata a adquirir y suministrar el medicamento Acetato de Abiraterona de forma
oportuna, pronta y sin interrupción alguna, hasta que el médico tratante determine lo contrario.

3. Como medida de reparación económica, se ordene a SOLCA que, dentro del término de 10 días,
proceda a compensar el valor correspondiente a las facturas presentadas por la adquisición de la
medicación, cuyo monto asciende a $ 2.696,87 USD.

4. Adicionalmente, se disponga el pago de las nuevas facturas por los gastos en que incurra el
accionante por la adquisición de la medicina hasta que esta sea efectivamente suministrada por la
entidad obligada.

1.5. Argumentos de la Parte Accionada

Durante la audiencia pública, las entidades accionadas expusieron los siguientes argumentos de defensa:

A) Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí: El abogado defensor argumentó que SOLCA
mantiene un convenio con el IESS que establece obligaciones recíprocas: SOLCA presta atención según
su capacidad operativa y el IESS debe pagar por dichos servicios. Alegó que existe una "imposibilidad
objetiva" de asumir los costos de medicamentos fuera del cuadro básico debido a que el IESS mantiene
una deuda acumulada con la institución que supera los 65 millones de dólares desde el año 2015.

Sostuvo que, al amparo del artículo 1568 del Código Civil sobre la mora en contratos bilaterales, SOLCA
no puede ser obligada a ejecutar prestaciones sin financiamiento. Afirmó que la contrareferencia no fue
una acción ilegítima, sino un acto de buena fe para derivar la gestión a quien tiene la obligación primaria
de aseguramiento.

Adicionalmente, el defensor señaló un hecho nuevo: que en julio de 2024, el IESS asumió su
responsabilidad e inició el trámite de los anexos ante su propia Comisión (COTIEM), pero que ha
transcurrido más de un año sin resolución. Argumentó que, dado que las facturas de reembolso
presentadas por el accionante corresponden a fechas posteriores a la asunción del trámite por parte del
IESS, la omisión y responsabilidad por la demora recae exclusivamente sobre el IESS. Solicitó que se
declare improcedente la acción contra SOLCA o, en su defecto, que la orden se dirija a la COTIEM del
IESS para que autorice la compra.

B) Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS): La defensa técnica del IESS alegó que la institución
derivó al paciente a SOLCA precisamente por ser una unidad de tercer nivel de atención especializada,
capacidad resolutiva que el IESS no poseía en ese momento. Argumentó que SOLCA estaba obligada a
seguir el procedimiento establecido en los artículos 17 y 18 del Acuerdo Ministerial 0018-2021,
elaborando los anexos y solicitando la autorización, gestión que nunca realizó.

Cuestionó la legalidad de la contrareferencia realizada por SOLCA al Hospital General Portoviejo del
IESS, señalando que contraviene el Acuerdo Ministerial 0140-2023, pues no se puede derivar de un nivel
de mayor complejidad (tercer nivel) a uno de menor complejidad (segundo nivel). Respecto al argumento
de la deuda, sostuvo que las controversias contractuales deben ventilarse en la vía ordinaria y no pueden
justificar la vulneración del derecho a la salud del afiliado, citando jurisprudencia de la Corte
Constitucional.

El IESS reconoció que el Hospital General Portoviejo, a través de la Dra. Mariuxi Mendoza, remitió la
solicitud de anexos a la Dirección General de Salud, pero aclaró que esto se realizó por desconocimiento
inicial de la norma y buena fe, y no porque fuera su obligación legal. Enfatizó que la responsabilidad
constitucional recae sobre SOLCA por no haber generado el trámite oportuno siendo el médico tratante
quien identificó la necesidad. Solicitó que se declare la procedencia de la acción en contra de SOLCA
para que adquiera el medicamento previa autorización del IESS, y que se excluya al Instituto de
responsabilidad.
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C) Procuraduría General del Estado: Su intervención se limitó a señalar que comparece en calidad de
supervisor del proceso, conforme a sus atribuciones constitucionales y legales, solicitando término para
legitimar su intervención.

1.6. TRÁMITE PROCESAL RELEVANTE Y DESARROLLO DE LA AUDIENCIA PÚBLICA

1.6.1. Instalación de la Audiencia

En cumplimiento de lo dispuesto en la convocatoria, el día 10 de septiembre de 2025, a las 15h00, este
juzgador procedió a instalar la audiencia pública telemática. Tras la verificación de comparecencias por
parte de secretaría, se constató la presencia de la defensa técnica del accionante, de los legitimados
pasivos (SOLCA, IESS y Procuraduría General del Estado), pero se advirtió la ausencia de los expertos
técnicos indispensables para el esclarecimiento de los hechos: el médico tratante y el representante del
Comité de Farmacoterapia. En virtud de ello, a fin de garantizar el debido proceso y contar con los
elementos técnicos necesarios, este juzgador dispuso la suspensión de la diligencia.

Posteriormente, el día 01 de octubre de 2025, siendo las 15h00, se reinstaló la audiencia pública. Por
secretaría se certificó la comparecencia de los siguientes sujetos procesales:

Legitimado Activo: Sr. Iván Leonel Chinga Villamar, acompañado de su abogado patrocinador de la
Defensoría del Pueblo, Ab. Rubén Darío Pavón Pérez.

Legitimados Pasivos: Por la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí, el Ab. Sergio
Gutiérrez; por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), el Ab. Jorge Valda.

Supervisor: Por la Procuraduría General del Estado, el Ab. David León.

Expertos: Dr. Néstor Miguel Reina Zambrano (Comité Técnico Interdisciplinario) y Dra. Jennifer
Milena Zambrano (Médico Tratante).

Verificado el quórum procesal y las condiciones técnicas, este juzgador declaró instalada la audiencia
conforme al artículo 14 de la LOGJCC, concediendo el uso de la palabra a las partes.

1.6.2. Intervención Inicial del Accionante

Se concedió la palabra al Abogado Rubén Pavón, en representación del accionante y de la Defensoría del
Pueblo, quien fundamentó la acción en los siguientes términos:

Expuso que el señor Iván Chinga ha sido diagnosticado con cáncer de próstata estadio IV,
oligometastásico y hormonosensible, recibiendo tratamiento en el Hospital Oncológico de SOLCA por
derivación del IESS. Indicó que el 13 de marzo de 2024, su médica tratante, Dra. Jennifer Zambrano,
prescribió el medicamento Acetato de Abiraterona, fármaco que no consta en el Cuadro Nacional de
Medicamentos Básicos (CNMB).

El defensor argumentó que, en lugar de iniciar el trámite interno regulado por el Acuerdo Ministerial
0018-2021 (elaboración de anexos y solicitud de autorización), SOLCA procedió a realizar una
contrareferencia al Hospital General Portoviejo del IESS. Alegó que esta actuación vulnera la seguridad
jurídica y el derecho de acceso a medicamentos, pues no procede la contrareferencia en estos casos, sino
que la casa de salud tratante (Red Complementaria) debe gestionar la autorización para determinar la
calidad, seguridad y eficacia del fármaco.

Señaló que la Defensoría solicitó información a SOLCA, entidad que respondió mediante Carta
Ciudadana indicando que la contrareferencia se realizó amparada en la ley y ante problemas con
proveedores. Asimismo, el IESS informó mediante oficio que hasta el 30 de julio de 2025 no había
recibido documentación alguna de SOLCA para el trámite de autorización.

El abogado sostuvo que, ante la ineficacia de la vía administrativa y la falta de medidas del IESS para
garantizar el cumplimiento de su prestador, se acude a la vía constitucional citando la Sentencia 679-18-
JP/20. Relató que, debido a la demora de más de un año, el paciente se vio obligado a adquirir la
medicina por su cuenta para salvaguardar su vida, presentando facturas de compras realizadas en
Colombia y Ecuador por un monto de $2.696,87 USD.
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Como pretensión, solicitó que se declare la vulneración de los derechos a la salud y atención prioritaria,
se ordene a SOLCA la adquisición inmediata del medicamento y se disponga la reparación económica
mediante el reembolso de los gastos incurridos.

1.6.3. Intervención Inicial de los Accionados

Intervención de SOLCA Manabí: El Abogado Sergio Gutiérrez inició su intervención aclarando que el
accionante es afiliado al IESS y que existe un convenio de obligaciones recíprocas: SOLCA presta
atención según su capacidad operativa y el IESS debe pagar. Argumentó que el IESS mantiene una deuda
con SOLCA superior a los 65 millones de dólares desde el año 2015, lo que genera una "imposibilidad
objetiva" para que SOLCA asuma costos de medicamentos fuera del cuadro básico sin financiamiento
previo.

Sostuvo que, bajo el artículo 1568 del Código Civil, SOLCA no está en mora mientras el IESS no
cumpla. Afirmó que la contrareferencia realizada en noviembre de 2024 no fue una acción ilegítima, sino
un acto de buena fe para derivar la gestión a quien tiene la obligación financiera primaria. Alegó que la
omisión recae en el IESS por no proveer el financiamiento oportuno. Solicitó que, en caso de reembolso,
este no se exija a SOLCA pues no contrajo la obligación financiera.

Intervención del IESS: El Abogado Jorge Valda solicitó término para legitimar su intervención. Argumentó
que el IESS derivó al paciente a SOLCA por ser una unidad de tercer nivel de atención especializada.
Afirmó que SOLCA estaba obligada a seguir el procedimiento del Acuerdo Ministerial 0018-2021 (Arts.
17 y 18), solicitando la autorización al IESS, gestión que nunca realizó.

Cuestionó la legalidad de la contrareferencia hacia un hospital de menor complejidad (segundo nivel),
contraviniendo el Acuerdo Ministerial 0140-2023. Respecto a la deuda, señaló que esta debe ventilarse en
la vía ordinaria y no justifica la vulneración de derechos, citando jurisprudencia y declaraciones públicas
del representante de SOLCA sobre el uso de recursos.

Reveló que el Hospital General Portoviejo del IESS, por buena fe, remitió la solicitud de anexos a nivel
central, pero recalcó que la responsabilidad constitucional por la falta de trámite oportuno es de SOLCA.
Solicitó que se declare la procedencia de la acción contra SOLCA para que adquiera el medicamento
previa autorización del IESS, y se excluya al Instituto de responsabilidad.

1.6.4. Práctica de Pruebas

Este juzgador procedió a la evacuación de la prueba testimonial y pericial, bajo juramento de rigor.

A) Testimonio de la Dra. Jennifer Milena Zambrano (Médico Tratante): Tras jurar no tener conflicto de
intereses, la doctora explicó que el paciente tiene un adenocarcinoma de próstata Gleason 7, estadio IV,
con metástasis ósea en el fémur. Indicó que es un paciente oligometastásico hormonosensible que se
beneficia de una "dupleta" de tratamiento: un análogo más un antiandrógeno de segunda generación como
el Acetato de Abiraterona.

Manifestó que dicho medicamento no está en el CNMB y que, debido a directrices administrativas por la
crisis económica del hospital, en los primeros meses de 2024 se realizaban contrareferencias al IESS.
Confirmó que el paciente ha estado comprando la medicación y que su respuesta ha sido excelente,
manteniendo un PSA de cero y un estado funcional perfecto.

Reveló un hecho nuevo: que ha mantenido contacto con la Dra. Mariuxi Mendoza del Hospital del IESS
Portoviejo, quien ya realizó los anexos desde julio de 2024 y que el trámite se encuentra en revisión por
la COTIEM, habiéndose solicitado información actualizada hace dos semanas. A preguntas de este
juzgador, confirmó que el proceso de adquisición ya está iniciado en el IESS, aunque no pudo precisar
qué vía administrativa sería más rápida actualmente.

B) Testimonio del Dr. Néstor Miguel Reina Zambrano (Comité de Farmacoterapia): El experto, tras jurar no
tener conflicto de intereses, respondió al interrogatorio de este juzgador basado en los parámetros de la
Sentencia 679-18-JP/20:

Confirmó que el Acetato de Abiraterona cumple las expectativas del paciente y aporta beneficio
en sobrevida global (79 meses vs 67 meses sin el medicamento) y libre de progresión.
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Ratificó que el medicamento tiene registro sanitario.

Indicó que las reacciones adversas son leves y poco frecuentes (hepatotoxicidad rara,
hipopotasemia).

Afirmó que el medicamento mejora la calidad de vida global del paciente.

Confirmó que el paciente cumple los criterios de inclusión de los ensayos clínicos (Stampede y
Latitude) por ser hormonosensible metastásico. Aclaró que su Comité no emitió informe formal
previamente porque el anexo no se realizó en su institución (SOLCA).

C) Testimonio del Accionante, Sr. Iván Leonel Chinga Villamar: Este juzgador procedió a interrogar al
accionante, quien confirmó:

Haber recibido información completa sobre su enfermedad y tratamiento.

Conocer que el tratamiento es paliativo y no curativo, y que no existen alternativas sin
medicamentos.

Haber sido informado sobre los costos y riesgos.

Que su aspiración es mantener su calidad de vida, la cual ha mejorado significativamente con el
medicamento.

Su voluntad libre de continuar con el tratamiento y desconocer cualquier conflicto de interés de su
médico.

1.6.5. Alegatos Finales

Réplica del Accionante: El Abg. Pavón insistió en que la contrareferencia de SOLCA fue ilegal y vulneró
la seguridad jurídica. Señaló que el IESS no informó previamente sobre el trámite que supuestamente
inició. Recalcó que el deseo del paciente es ser atendido en SOLCA y que someterlo a un nuevo proceso
de compra pública del IESS implicaría meses de demora. Solicitó que la orden judicial disponga la
compra inmediata por parte de SOLCA y el reembolso de los gastos.

Dúplica de SOLCA: El Abg. Gutiérrez argumentó que el hecho revelado en audiencia de que el IESS inició
el trámite en julio de 2024 cambia el escenario, demostrando que el IESS asumió su responsabilidad.
Sostuvo que la demora de más de un año en la COTIEM del IESS es la causa de que el paciente siga
comprando la medicina, por lo que las facturas (emitidas en ese periodo) deben ser reembolsadas por el
IESS. Sugirió que la reparación sea ordenar a la COTIEM del IESS que autorice la compra.

Dúplica del IESS: El Abg. Valda replicó que SOLCA aceptó haber "reabierto" los procedimientos en junio
de 2025, reconociendo su omisión. Insistió en que la obligación primaria era de SOLCA y que el trámite
iniciado por el Hospital del IESS fue por desconocimiento inicial y buena fe, pero no exime a SOLCA.
Recalcó que no se puede tener al paciente entre dos unidades médicas y que debe ser atendido donde está
su médico tratante. Solicitó que se declare la procedencia contra SOLCA y se excluya al IESS.

1.6.6. Decisión Oral

Finalizadas las intervenciones, este juzgador procedió a dictar las siguientes disposiciones previas a la
resolución:

1. Abrió un término de prueba de 8 días.

2. Dispuso a SOLCA remitir historia clínica, epicrisis e informe de calidad.

3. Dispuso al accionante adjuntar a través de la plataforma SAFER los archivos electrónicos
originales de las facturas y las certificaciones bancarias de las transferencias.

4. Dispuso al IESS presentar un informe ampliado y pormenorizado sobre el trámite interno realizado
por el Hospital Portoviejo y la Coordinación Nacional, con sus respectivos respaldos, para valorar
su grado de responsabilidad.
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Con estas disposiciones, este juzgador suspendió la audiencia, indicando que la decisión final será
emitida mediante sentencia escrita una vez evacuada la prueba solicitada. 

2. COMPETENCIA Y VALIDEZ PROCESAL

2.1. Competencia

Este juzgador avoca conocimiento de la presente acción de protección en virtud de la competencia
determinada en los artículos 86 numeral 2 y 437 de la Constitución de la República, en concordancia con
el artículo 7 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que establece la
competencia del juez del lugar donde se origina el acto u omisión o donde se producen sus efectos.
Siendo que el acto impugnado tuvo lugar en el cantón Portoviejo, se ratifica la competencia de esta
judicatura para resolver la presente causa.

2.2. Validez del Proceso

La presente causa ha sido tramitada de conformidad con el procedimiento especial y expedito previsto
para las garantías jurisdiccionales, establecido en la Constitución y la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional. En la sustanciación del proceso se han observado todas las
solemnidades y garantías del debido proceso consagradas en el artículo 76 de la Constitución de la
República, sin que se advierta la existencia de vicios de procedimiento, omisiones o violaciones que
pudieran afectar su validez, por lo que se declara la validez de todo lo actuado.

3. Problema(s) Jurídico(s) a Resolver

Con el objeto de realizar un análisis lógico-jurídico que permita determinar la existencia o no de una
vulneración de derechos constitucionales en la presente causa, y en atención a los argumentos fácticos y
jurídicos expuestos por los sujetos procesales tanto en la demanda como en la audiencia pública, este
juzgador considera necesario plantear y resolver las siguientes interrogantes en el orden jerárquico que se
detalla a continuación:

3.1. Primer Problema Jurídico (Procedencia de la Acción): ¿Constituye la acción de protección la vía idónea
y eficaz para tutelar los derechos de una persona adulta mayor con enfermedad catastrófica, frente a la
existencia de mecanismos administrativos y judiciales ordinarios para reclamar prestaciones de salud y
reembolsos económicos, considerando la urgencia derivada de la condición médica del accionante y la
presunta ineficacia de la gestión administrativa entre los prestadores de salud (SOLCA e IESS)?

3.2. Segundo Problema Jurídico (Vulneración de Derechos Constitucionales): En caso de superarse el
análisis de procedencia, ¿la omisión de la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí de
tramitar la autorización para la adquisición del medicamento Acetato de Abiraterona conforme a la
normativa vigente, y la falta de garantía de acceso oportuno por parte del Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social (IESS), vulneraron los derechos constitucionales del accionante a la salud (Art. 32
CRE), a la atención prioritaria y especializada por doble vulnerabilidad (Arts. 35 y 50 CRE), al acceso a
medicamentos de calidad, seguros y eficaces (Art. 363.7 CRE) y a una vida digna (Art. 66.2 CRE)?

4. MOTIVACIÓN (FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA)

4.1. FUNDAMENTACIÓN NORMATIVA CONSTITUCIONAL

La legitimidad de la decisión judicial en el Estado Constitucional de Derechos y Justicia no reposa
únicamente en la autoridad formal del juzgador, sino en la solidez de la argumentación jurídica que
vincula los hechos probados con el ordenamiento normativo supremo. En este sentido, corresponde
establecer las premisas mayores de derecho que guiarán la resolución de la presente causa.

4.1.1. Naturaleza Jurídica y Requisitos de Procedencia de la Acción de Protección

La Acción de Protección se configura como la garantía jurisdiccional de conocimiento por excelencia en
el sistema constitucional ecuatoriano. Su diseño normativo, previsto en el artículo 88 de la Constitución
de la República del Ecuador (CRE), establece que su objeto es "el amparo directo y eficaz de los derechos
reconocidos en la Constitución", procediendo ante cualquier acto u omisión de autoridad pública no judicial,
o de particulares en situaciones específicas, que conlleve la vulneración de derechos constitucionales.
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El desarrollo legislativo de esta garantía, contenido en los artículos 39 al 42 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), delinea los requisitos concurrentes para
su procedencia :

1. Violación de un derecho constitucional: No se trata de meras ilegalidades o disputas contractuales,
sino de afectaciones al núcleo esencial de los derechos fundamentales.

2. Acción u omisión de autoridad pública o particular: En este último caso, cuando presten servicios
públicos impropios o de interés público, como lo es la salud, o cuando el accionante se encuentre
en estado de subordinación o indefensión.

3. Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz.

Este tercer requisito, conocido como el principio de subsidiariedad, merece un análisis crítico a la luz de la
jurisprudencia constitucional. La subsidiariedad no implica que la acción de protección sea residual en un
sentido absoluto; es decir, no se debe rechazar la acción por la mera existencia de una vía administrativa o
judicial ordinaria. El juez constitucional debe realizar un examen de idoneidad y eficacia de dichas vías
frente a la situación concreta del accionante.

La Corte Constitucional, en su jurisprudencia vinculante, ha establecido que una vía ordinaria se torna
ineficaz cuando, por la urgencia o gravedad de la afectación, no puede brindar una protección oportuna o
evitar un daño irreparable. Específicamente en materia de acceso a medicamentos, la Sentencia No. 679-
18-JP/20 ha establecido una regla clara de procedibilidad directa:

"Cuando, a criterio del titular del derecho, los mecanismos no sean eficaces por no dar respuestas
oportunas a los requerimientos de medicamentos o se haya consumado una violación de derechos, se
podrá demandar judicialmente. No es, pues, un requisito de admisibilidad demostrar que se ha agotado
la vía administrativa" .

Por tanto, en casos donde está en juego la vida o la integridad de personas con enfermedades
catastróficas, la exigencia de agotar "peloteos" administrativos o reclamos burocráticos contraviene la
naturaleza de amparo directo y eficaz que la Constitución otorga a esta garantía. Las disputas
administrativas entre instituciones (como la falta de pago o la definición de competencias para llenar
formularios) no pueden constituirse en barreras de acceso a la justicia constitucional cuando la salud del
paciente se deteriora día a día.

4.1.2. Alcance de los Derechos Constitucionales en Disputa

A partir de los hechos fácticos expuestos en la demanda, este juzgador identifica los siguientes derechos
constitucionales cuyo contenido y alcance deben ser desarrollados:

A) Derecho a la Salud y Acceso a Medicamentos (Arts. 32 y 363 CRE) El artículo 32 de la Constitución
consagra la salud como un derecho garantizado por el Estado y un eje esencial del Buen Vivir,
vinculándolo directamente con otros derechos como la vida y la seguridad social. No obstante, la salud no
es solo la ausencia de enfermedad, sino el acceso a los bienes y servicios necesarios para mantenerla o
recuperarla.

En esta línea, el artículo 363 numeral 7 de la CRE impone al Estado una obligación prestacional
específica: "Garantizar la disponibilidad y acceso a medicamentos de calidad, seguros y eficaces" . La Corte
Constitucional, mediante la Sentencia No. 679-18-JP/20, ha dotado de contenido a estos tres elementos
esenciales que deben verificarse para tutelar el derecho:

Calidad: Verificada principalmente a través del registro sanitario o certificaciones de agencias de
alta vigilancia .

Seguridad: Entendida como la garantía de que el medicamento no causará reacciones adversas
fatales o desproporcionadas frente al beneficio .

Eficacia: Medida en la capacidad del fármaco para mejorar la calidad de vida, la autonomía o
extender la sobrevida del paciente .

El derecho al acceso a medicamentos no puede ser restringido arbitrariamente por la ausencia del fármaco
en el Cuadro Nacional de Medicamentos Básicos (CNMB). La jurisprudencia constitucional reconoce el
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derecho a acceder a medicamentos fuera del cuadro en casos de enfermedades catastróficas cuando no
existen alternativas terapéuticas, estableciendo que "los intereses de la salud pública prevalecerán sobre los
económicos y comerciales".

B) Derecho a la Atención Prioritaria y Especializada (Arts. 35 y 50 CRE) El constituyente ecuatoriano
estableció un régimen de protección reforzada para ciertos grupos poblacionales. El artículo 35 de la CRE
dispone que las personas adultas mayores y quienes adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta
complejidad "recibirán atención prioritaria y especializada".

Este mandato se especifica en el artículo 50, que obliga al Estado a garantizar a las personas con
enfermedades catastróficas la atención "gratuita en todos los niveles, de manera oportuna y preferente". El
término "oportuna" es crucial en este análisis: una atención tardía, dilatada por trámites burocráticos o
conflictos interinstitucionales, equivale a una denegación de la atención prioritaria. La vulnerabilidad de
un paciente oncológico (doble vulnerabilidad si es adulto mayor) exige que el Estado y sus prestadores
actúen con la máxima diligencia y celeridad, eliminando barreras administrativas.

C) Derecho a la Vida Digna (Art. 66.2 CRE) Más allá de la existencia biológica, la Constitución protege una
vida digna. En el contexto de enfermedades graves, este derecho se traduce en la posibilidad de acceder a
tratamientos que mitiguen el dolor, eviten el deterioro funcional y permitan al paciente desarrollar su
proyecto de vida en las mejores condiciones posibles, o incluso afrontar el final de la vida sin
sufrimientos innecesarios . Negar un medicamento que ha demostrado eficacia para mantener la calidad
de vida (como un PSA en cero y funcionalidad completa) constituye una afectación directa a la dignidad
humana.

D) Derecho a la Seguridad Jurídica y Confianza Legítima (Art. 82 CRE) La seguridad jurídica se fundamenta
en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas claras, públicas y aplicadas por autoridades
competentes. En el ámbito del acceso a la salud, esto implica que los pacientes deben tener certeza sobre
los procedimientos para acceder a sus prestaciones. Cuando existen reglamentos claros (como el Acuerdo
Ministerial 0018-2021) que establecen cómo tramitar medicamentos fuera del CNMB, la omisión de las
autoridades de seguir dichos procedimientos, o el traslado arbitrario de cargas administrativas al paciente
(el "peloteo" entre instituciones), vulnera la confianza legítima que el ciudadano deposita en el sistema de
salud y en la seguridad social.

4.2. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO

Habiéndose establecido el marco normativo y jurisprudencial aplicable, corresponde a este juzgador
realizar el examen fáctico de la controversia, valorando la prueba practicada en la audiencia y
subsumiendo los hechos en las normas constitucionales invocadas, a fin de determinar la procedencia de
la acción y la existencia de la vulneración alegada.

4.2.1. Hechos Probados en Audiencia

De la valoración conjunta de la prueba documental adjunta a la demanda, las contestaciones de las
entidades accionadas y, fundamentalmente, de la prueba testimonial y pericial evacuada en la audiencia
pública del 01 de octubre de 2025, este juzgador declara como hechos probados los siguientes:

1. La condición de salud y vulnerabilidad: El accionante, Iván Leonel Chinga Villamar, es una persona
adulta mayor (62 años) y jubilada, que padece de Adenocarcinoma de Próstata Estadio IV, con metástasis
ósea hormonosensible oligometastásico. Esta condición ha sido corroborada mediante la Historia Clínica
No. 162550 y el testimonio bajo juramento de su médico tratante, Dra. Jennifer Zambrano.

2. La necesidad médica y la idoneidad del fármaco: Se ha demostrado técnicamente que el paciente requiere
el medicamento Acetato de Abiraterona como parte de su esquema terapéutico (dupleta con antiandrógeno
de segunda generación). Tanto la médico tratante como el experto del Comité de Farmacoterapia, Dr.
Néstor Reina, confirmaron bajo juramento y siguiendo los parámetros de la Sentencia No. 679-18-JP/20,
que dicho fármaco cumple con los estándares de calidad (posee registro sanitario), seguridad (reacciones
adversas leves) y eficacia (mejora la sobrevida global y la calidad de vida). Asimismo, se probó que no
existen alternativas terapéuticas eficaces dentro del Cuadro Nacional de Medicamentos Básicos (CNMB)
para la condición específica del paciente.
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3. La omisión administrativa (El "Peloteo" Institucional): Se encuentra probado que, pese a que la
prescripción se realizó el 13 de marzo de 2024, el prestador de salud (SOLCA Manabí) no inició
oportunamente el trámite de autorización previsto en el Acuerdo Ministerial 0018-2021. En su lugar,
emitió una "contrareferencia" al IESS, alegando falta de pago por parte de la aseguradora. Por su parte, el
IESS, conociendo la situación, no activó mecanismos eficaces de contingencia inmediata, generándose
una dilación de más de un año sin que el sistema público provea la medicina .

4. El inicio tardío del trámite: Se reveló en audiencia que, ante la inacción inicial, el Hospital General
Portoviejo del IESS inició un trámite de solicitud de anexos recién en julio de 2024, el cual, a la fecha de
la audiencia (octubre 2025), aún se encuentra "en revisión" por la COTIEM, sin resolución definitiva,
prolongando la desprotección del paciente .

5. El daño patrimonial (Gasto de Bolsillo): El accionante demostró, mediante facturas y su testimonio, que
ante la falta de suministro estatal, se vio obligado a adquirir el medicamento con sus propios recursos en
farmacias de Colombia y Ecuador, incurriendo en un gasto acumulado de $2.696,87 USD para garantizar
su supervivencia durante el tiempo que las entidades accionadas demoraban el trámite .

4.2.2. Verificación de los Requisitos de Procedencia de la Acción

A) Análisis de Legitimación El accionante, Iván Leonel Chinga Villamar, se encuentra plenamente
legitimado para proponer la acción en defensa de sus derechos constitucionales, actuando por sus propios
derechos y con el patrocinio de la Defensoría del Pueblo. En cuanto a la legitimación pasiva, la acción se
dirige correctamente contra la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí, en su calidad de
prestador de servicio público de salud (Red Privada Complementaria financiada con recursos públicos), y
contra el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), en su calidad de entidad aseguradora y
financiadora pública, obligada a garantizar las prestaciones a sus afiliados. Ambas entidades tienen la
capacidad jurídica y fáctica de responder por la vulneración alegada.

B) Análisis del Acto u Omisión Lesivo El objeto de la presente acción constitucional se centra en una
omisión administrativa continuada y compleja. Por un lado, la negativa de SOLCA a gestionar la
autorización de adquisición del medicamento Acetato de Abiraterona bajo el argumento de falta de liquidez
financiera; y por otro, la falta de respuesta oportuna y eficaz del IESS para garantizar la cobertura a su
afiliado, sometiéndolo a trámites burocráticos excesivos (contrareferencias injustificadas y demoras en la
COTIEM) que han impedido el acceso material al fármaco por más de un año.

C) Análisis de Subsidiariedad El artículo 40 numeral 3 de la LOGJCC establece que la acción de
protección procede cuando no exista otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz. En el
presente caso, las entidades accionadas podrían argumentar que existen vías administrativas (reclamo
previo) o la vía contencioso-administrativa para impugnar la negativa. Sin embargo, este juzgador,
acogiendo el criterio vinculante de la Corte Constitucional, determina que dichas vías no son eficaces en
el presente caso, por las siguientes razones:

1. Urgencia y Riesgo Vital: El accionante padece una enfermedad catastrófica en estadio avanzado
(Cáncer IV). Someterlo a un juicio contencioso administrativo, que por su naturaleza es extenso y
formalista, implicaría un riesgo inminente de deterioro irreversible de su salud o incluso la muerte,
tornando la eventual reparación en inoportuna. La "vía ordinaria" no está diseñada para tutelar la
vida frente a la burocracia sanitaria.

2. Ineficacia de la Vía Administrativa: Ha quedado probado que el paciente ya fue sometido a un
peregrinaje administrativo entre SOLCA y el IESS (referencia y contrareferencia) sin resultados.
La Corte Constitucional, en la Sentencia No. 679-18-JP/20, párrafo 168, ha sido categórica al
establecer que: "Cuando, a criterio del titular del derecho, los mecanismos no sean eficaces por no dar
respuestas oportunas a los requerimientos de medicamentos... se podrá demandar judicialmente. No es, pues,
un requisito de admisibilidad demostrar que se ha agotado la vía administrativa" .

3. Naturaleza del Derecho: Lo que se discute no es la legalidad de un acto administrativo ni el
cumplimiento de un contrato entre entidades, sino el acceso directo a un derecho humano
fundamental (la salud y la vida).

Por lo expuesto, se concluye que la acción de protección es la única vía idónea, eficaz y directa para
conocer y resolver la controversia planteada, cumpliéndose a cabalidad el requisito de subsidiariedad.
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4.2.3. Análisis de la Vulneración del Derecho Constitucional (Subsunción)

Una vez determinada la procedencia, corresponde a este juzgador analizar el fondo de la controversia,
contrastando los hechos probados con el marco constitucional y jurisprudencial desarrollado en el acápite
4.1.

A) Vulneración del Derecho a la Atención Prioritaria y Especializada (Arts. 35 y 50 CRE) El señor Chinga, por
su condición de adulto mayor y paciente con enfermedad catastrófica, pertenece a un grupo de atención
prioritaria. El artículo 50 de la Constitución obliga al Estado a brindarle atención "de manera oportuna y
preferente". En el caso concreto, se ha evidenciado que la atención no fue oportuna. La prescripción
médica data de marzo de 2024, y a la fecha de esta sentencia, el paciente no ha recibido el fármaco por
parte del sistema público. La demora de más de un año, causada por la disputa administrativa entre
SOLCA (que se niega a tramitar por falta de pago) y el IESS (que demora en sus comités internos), vacía
de contenido el mandato constitucional de "atención prioritaria". Las instituciones antepusieron sus
conflictos financieros y burocráticos a la necesidad vital del paciente, vulnerando flagrantemente este
derecho.

B) Vulneración del Derecho a la Salud y Acceso a Medicamentos (Art. 363.7 CRE) El Estado tiene la
obligación de garantizar el acceso a medicamentos de calidad, seguros y eficaces. En la audiencia
pública, mediante la prueba testimonial de los expertos (médico tratante y delegado del Comité de
Farmacoterapia), se verificó técnicamente que el Acetato de Abiraterona cumple con los tres estándares
exigidos por la Corte Constitucional en la Sentencia 679-18-JP/20:

Tiene registro sanitario (Calidad).

Sus efectos adversos son controlables y no fatales (Seguridad).

Ha demostrado mejorar la sobrevida y calidad de vida del paciente, bajando su marcador tumoral a
cero (Eficacia) .

Al haberse comprobado la idoneidad del medicamento y la necesidad médica, la negativa de facto de las
accionadas de suministrarlo constituye una violación directa al artículo 363 numeral 7 de la CRE. El
argumento de SOLCA sobre la deuda millonaria que mantiene el IESS, aunque evidencia una crisis del
sistema, no es oponible al paciente. Como bien señaló la defensa del IESS citando la Sentencia 105-21-
IN/21, la mora o los conflictos financieros entre aseguradora y prestador no pueden mermar el derecho de
acceso a la salud del afiliado. La salud no puede suspenderse por falta de pago administrativo cuando está
en riesgo la vida.

C) Vulneración a la Seguridad Jurídica (Art. 82 CRE) El Acuerdo Ministerial 0018-2021 establece un
procedimiento claro para la adquisición de medicamentos fuera del CNMB: el prestador de la Red
Complementaria (SOLCA) debe elaborar el informe técnico y solicitar la autorización al financiador
(IESS). En este caso, SOLCA inobservó este procedimiento reglado y optó por una figura de
"contrareferencia" hacia un hospital de menor complejidad (IESS Portoviejo), acción no contemplada
para evadir su responsabilidad de gestión. Esta actuación arbitraria, sumada a la falta de dirección del
IESS para corregir el procedimiento a tiempo, colocó al paciente en una situación de incertidumbre legal,
desconociendo las normas previas y claras que regulan el acceso a estas prestaciones, vulnerando así su
derecho a la seguridad jurídica.

Conclusión del Análisis de Fondo: Este juzgador llega a la convicción, más allá de toda duda razonable, de
que SOLCA Manabí y el IESS han vulnerado los derechos constitucionales a la salud, a la atención
prioritaria y a una vida digna del señor Iván Leonel Chinga Villamar. La omisión en la gestión
administrativa oportuna para la compra del medicamento, motivada por conflictos económicos
interinstitucionales, trasladó injustamente la carga de la enfermedad y el costo del tratamiento al paciente,
quien debió asumir un rol que correspondía al Estado para sobrevivir.

4.3. SOBRE LAS MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL

4.3.1. Fundamentación Jurídica y Finalidad de la Reparación

La declaratoria de vulneración de un derecho constitucional conlleva, por mandato imperativo del artículo
86 numeral 3 de la Constitución de la República, la obligación ineludible de ordenar la reparación
integral del daño ocasionado. En el Estado Constitucional de Derechos y Justicia, la sentencia no tiene un
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fin meramente declarativo, sino transformador; su objetivo es restablecer la vigencia de los derechos y
subsanar las afectaciones sufridas por la víctima a causa de la acción u omisión de la autoridad pública o
de los particulares que prestan servicios públicos.

El artículo 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC)
define el alcance de la reparación integral, estableciendo que esta debe procurar que "la persona o personas
titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada posible y que se restablezca a
la situación anterior a la violación" . Para lograr este fin, la reparación debe ser multidimensional, abarcando:

1. Restitución: Volver las cosas al estado anterior a la vulneración (o cesar la vulneración actual).

2. Compensación Económica: Resarcir el daño patrimonial (daño emergente) e inmaterial.

3. Rehabilitación: Atender las secuelas físicas o psicológicas.

4. Satisfacción: Medidas simbólicas para restaurar la dignidad.

5. Garantías de No Repetición: Medidas estructurales para evitar que los hechos vuelvan a ocurrir.

En el presente caso, habiéndose constatado la vulneración de los derechos a la salud, a la atención
prioritaria y a una vida digna del señor Iván Leonel Chinga Villamar, este juzgador determina las
siguientes medidas de reparación integral, justificando su pertinencia y alcance:

4.3.2. Medida de Restitución: Adquisición y Suministro del Medicamento

Análisis de Pertinencia: La vulneración central del caso radica en la interrupción y falta de suministro del
fármaco Acetato de Abiraterona por parte del sistema de seguridad social, debido a trabas burocráticas entre
el prestador (SOLCA) y el asegurador (IESS). La única forma de cesar esta vulneración y restituir el
derecho a la salud es garantizando el acceso material inmediato al tratamiento prescrito.

Orden Judicial: Se dispone que la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí, Núcleo de
Portoviejo, en su calidad de prestador médico donde el paciente recibe tratamiento integral, proceda de
manera inmediata a la adquisición y suministro del medicamento Acetato de Abiraterona en la dosis y
periodicidad prescrita por la médica tratante.

Plazo y Condiciones: Esta medida deberá ejecutarse en un término no mayor a quince (15) días contados a
partir de la notificación de esta sentencia. El suministro deberá ser continuo, oportuno y sin
interrupciones, hasta que el criterio médico determine su suspensión o cambio.

4.3.3. Medida de Compensación Económica: Reembolso de Gastos Médicos

Análisis de Pertinencia: Se ha probado fehacientemente en la audiencia y durante la tramitación de la
causa, mediante facturas y transferencias bancarias, que el accionante incurrió en un daño patrimonial
(daño emergente continuado) al verse obligado a comprar la medicina con sus propios recursos ante la
inacción del Estado . La Corte Constitucional, en la Sentencia No. 3144-17-EP/24, ha establecido que
procede el reembolso de gastos médicos privados cuando la red pública no ha garantizado el servicio de
manera oportuna. Negar este reembolso implicaría que el paciente asuma económicamente las
consecuencias de la ineficiencia administrativa de las accionadas.

Orden Judicial: Se dispone que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), en su calidad de ente
asegurador y financiador de las prestaciones de salud de sus jubilados, proceda al reembolso inmediato de
los valores gastados por el accionante.

Cuantificación: El monto total a reembolsar asciende a la suma de TRES MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y
SEIS DÓLARES CON 87/100 DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($3.296,87 USD). Este valor
corresponde a la liquidación consolidada de las facturas adjuntas a la demanda inicial ($2.696,87) más los
gastos supervenientes justificados documentalmente ante este juzgador durante la sustanciación de la
causa (facturas del 17 de septiembre y 25 de noviembre de 2025 por un total de $600,00), en aplicación
directa del principio de reparación integral.

Plazo: El pago deberá hacerse efectivo en un término máximo de TREINTA (30) DÍAS. Si existieren nuevas
facturas generadas con posterioridad a esta sentencia y hasta el cumplimiento efectivo de la entrega del
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medicamento por parte de SOLCA, estas deberán ser presentadas administrativamente ante el IESS para
su reembolso inmediato, bajo los mismos parámetros de esta decisión.

4.3.4. Medida de Satisfacción: Disculpas Públicas

Análisis de Pertinencia: El "peregrinaje" burocrático al que fue sometido el señor Chinga (siendo derivado
de una institución a otra sin respuesta), sumado a la incertidumbre sobre su tratamiento vital, constituyó
un trato indigno que desconoció su condición de doble vulnerabilidad. La reparación inmaterial requiere
un reconocimiento público de responsabilidad por parte de las instituciones involucradas para restaurar la
dignidad del accionante.

Orden Judicial: Se dispone que tanto SOLCA Manabí como la Dirección Provincial del IESS en Manabí
publiquen, en la página principal de sus respectivos sitios web institucionales, un extracto de esta
sentencia y unas disculpas públicas dirigidas al señor Iván Leonel Chinga Villamar, reconociendo la
vulneración de sus derechos a la salud y atención prioritaria.

Plazo: Esta publicación deberá mantenerse visible por un periodo de treinta (30) días continuos.

4.3.5. Garantías de No Repetición: Capacitación y Corrección de Procedimientos

Análisis de Pertinencia: El caso evidenció un desconocimiento o inobservancia sistemática del Acuerdo
Ministerial 0018-2021 por parte de SOLCA (al no iniciar el trámite) y una falta de supervisión efectiva por
parte del IESS. Para evitar que otros pacientes oncológicos sufran la misma desprotección debido a
conflictos administrativos o deudas interinstitucionales, es imperativo ordenar correctivos estructurales,
conforme lo exige la jurisprudencia constitucional (Sentencia 679-18-JP/20).

Orden Judicial 1 (Capacitación): Se dispone a SOLCA Manabí que, en el término de sesenta (60) días, realice
una capacitación obligatoria dirigida a su personal médico y administrativo sobre el procedimiento
correcto para la solicitud de medicamentos fuera del CNMB (Acuerdo Ministerial 0018-2021) y sobre los
derechos de los grupos de atención prioritaria, a fin de erradicar la práctica de realizar "contrareferencias"
injustificadas para evadir trámites administrativos.

Orden Judicial 2 (Coordinación): Se exhorta a la Coordinación Provincial de Prestaciones del Seguro de
Salud del IESS y a SOLCA Manabí a establecer, en el término de treinta (30) días, una mesa técnica de
trabajo para definir un flujo de proceso claro y expedito que permita tramitar las solicitudes de
medicamentos catastróficos sin que las disputas por pagos pendientes (mora institucional) interrumpan la
atención de los pacientes, aplicando por analogía el criterio de la Sentencia No. 105-21-IN/21 de la Corte
Constitucional.

4.3.6. Disposición General de Seguimiento

El cumplimiento de estas medidas de reparación es obligatorio e inmediato. Este juzgador se reserva la
facultad de activar la fase de seguimiento y cumplimiento de sentencia prevista en el artículo 21 de la
LOGJCC, advirtiendo a los funcionarios responsables que el incumplimiento de estas disposiciones
acarreará las sanciones civiles, administrativas y penales correspondientes, incluida la posible destitución
del cargo .

5. DECISIÓN

Por las consideraciones expuestas, este Juzgador Constitucional, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE
DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA
REPÚBLICA, con fundamento en los artículos 86 y 88 de la Constitución, y los artículos 39 y siguientes de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional :

PRIMERO.- ACEPTAR la Acción de Protección propuesta por el señor Iván Leonel Chinga Villamar en
contra de la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) Manabí y el Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social (IESS).

SEGUNDO.- DECLARAR la vulneración de los derechos constitucionales del accionante a la salud (Art. 32
CRE), a la atención prioritaria y especializada por su doble condición de vulnerabilidad (Arts. 35 y 50
CRE), al acceso a medicamentos de calidad, seguros y eficaces (Art. 363.7 CRE), a la vida digna (Art.
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66.2 CRE) y a la seguridad jurídica (Art. 82 CRE), por la omisión administrativa y la falta de
coordinación interinstitucional que impidió el acceso oportuno a su tratamiento oncológico.

TERCERO.- Como medidas de REPARACIÓN INTEGRAL, de cumplimiento obligatorio e inmediato, se
dispone lo siguiente:

1. MEDIDA DE RESTITUCIÓN (SUMINISTRO): Se ordena a la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer
(SOLCA) Manabí, Núcleo de Portoviejo, que en el término perentorio de QUINCE (15) DÍAS contados a
partir de la notificación de esta sentencia, proceda a la adquisición y suministro efectivo del
medicamento Acetato de Abiraterona a favor del paciente Iván Leonel Chinga Villamar. El
suministro deberá realizarse en la dosis y periodicidad prescrita por la médica tratante, de manera
continua y sin interrupciones, hasta que el criterio médico determine lo contrario.

2. GARANTÍA DE PAGO INTERINSTITUCIONAL: Se ordena al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social
(IESS) que, una vez que SOLCA facture el costo de la medicación suministrada en cumplimiento de
este fallo, proceda al pago o reembolso inmediato de dichos valores conforme a los precios
referenciales vigentes. Se advierte expresamente al IESS que no podrá objetar, ni negar el pago de
estas facturas, por cuanto esta sentencia constitucional constituye título jurídico y habilitante
suficiente que justifica la pertinencia médica y la obligación financiera, supliendo cualquier
requisito administrativo interno que haya sido omitido.

3. COMPENSACIÓN ECONÓMICA (REEMBOLSO AL PACIENTE): Se ordena al Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social (IESS) que, en el término máximo de TREINTA (30) DÍAS, proceda al reembolso
inmediato a favor del accionante Iván Leonel Chinga Villamar de la suma total de TRES MIL
DOSCIENTOS NOVENTA Y SEIS DÓLARES CON 87/100 DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA
($3.296,87 USD). Este valor corresponde a la liquidación consolidada de las facturas adjuntas a la
demanda inicial más los gastos supervenientes justificados durante la tramitación de la causa hasta
noviembre de 2025. Si existieren gastos adicionales generados con posterioridad a esta fecha y
hasta la entrega efectiva del medicamento por SOLCA, el IESS deberá reembolsarlos en vía
administrativa directa contra presentación de facturas, en un término no mayor a 15 días.

4. MEDIDA DE SATISFACCIÓN: Se dispone que SOLCA Manabí y la Dirección Provincial del IESS en
Manabí publiquen en la página de inicio de sus respectivos portales web institucionales, por el lapso
de treinta (30) días, un extracto de la presente sentencia y unas disculpas públicas dirigidas al
accionante, reconociendo la vulneración de sus derechos.

5. GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN:

Se dispone a SOLCA Manabí realizar, en el término de sesenta (60) días, una capacitación a
su personal sobre el procedimiento del Acuerdo Ministerial 0018-2021, prohibiéndose la
práctica de contrareferencias injustificadas.

Se exhorta al IESS y a SOLCA a establecer una mesa técnica en el término de treinta (30)
días para definir flujos de atención para pacientes catastróficos que no dependan de la
regularización de deudas pendientes.

CUARTO.- Sin costas ni honorarios que regular, por la naturaleza de la acción.

QUINTO.- Notifíquese a las partes en los correos electrónicos señalados y, una vez ejecutoriada, remítase
copia certificada de la sentencia a la Corte Constitucional para los fines previstos en el artículo 86
numeral 5 de la Constitución.

Se deja constancia que la legitimada pasiva SOLCA e IESS, interpusieron recurso de apelación en contra
de la sentencia oral.

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE.

 

Resumen de Fácil Comprensión
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Tema:El señor Iván Leonel Chinga Villamar, una persona adulta mayor jubilada que padece cáncer de próstata,
presentó una demanda de protección contra la Sociedad de Lucha Contra el Cáncer (SOLCA) y el Instituto
Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) debido a que, a pesar de tener una receta médica desde marzo de 2024, no
recibía la medicina necesaria para su tratamiento, obligándolo a comprarla con sus propios recursos. Durante el
proceso, SOLCA se defendió argumentando que no podía adquirir el fármaco porque el IESS le debía mucho dinero,
mientras que el IESS alegó que SOLCA no había realizado el trámite administrativo correcto para solicitar la
autorización. Tras analizar el caso, el Juez decidió aceptar la protección solicitada a favor del paciente, concluyendo
que los problemas de deudas o trámites burocráticos entre instituciones no pueden estar por encima de la vida y la
salud de una persona con una enfermedad grave; en consecuencia, ordenó que SOLCA entregue inmediatamente la
medicina al paciente y que el IESS le devuelva todo el dinero que él tuvo que gastar de su bolsillo para no
interrumpir su tratamiento.
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